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LECCIÓN II.2.  EVOLUCIÓN DE LA RESPUESTA PENAL CONTRA LA VIOLENCIA SOBRE LA MUJER


En la actualidad, las instituciones del Estado tienen un objetivo común: lograr una tolerancia cero frente a este tipo de conductas. La colaboración interinstitucional es cada vez más estrecha y las recomendaciones de la Fiscalía, el Defensor del Pueblo o el Consejo General del Poder Judicial son tenidas en consideración por el Gobierno central y autonómico a la hora de diseñar los planes de acción. 




La Administración, los grupos políticos y los operadores jurídicos y sociales han ido, poco a poco, aunando sus esfuerzos para encontrar soluciones a este grave problema. Merece que se destaque la Conferencia Sectorial Extraordinaria monográfica sobre violencia contra las mujeres, auspiciada por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y celebrada el 26 de noviembre de 1997, importante por la participación en la misma de representantes de diecisiete Comunidades Autónomas y de otros cuatro Ministerios con competencia en la materia (de Justicia, del Interior, de Sanidad y Consumo y de Educación y Cultura). Entre las cuestiones que se reclamaron se hacía expresa mención a la adopción por los órganos judiciales de medidas cautelares para la protección de las víctimas y, concretamente, a la medida de alejamiento y a la protección policial e institucional.


Desde 1998 hasta marzo de 2004, el Ejecutivo aprobó dos Planes sucesivos de acción contra la violencia doméstica, creados por el Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales e impulsados por el Instituto de la Mujer. El primero de ellos, vigente desde 1998 hasta 2000, contenía un conjunto de 57 medidas enmarcadas en seis áreas temáticas (legislación y práctica jurídica, sensibilización y prevención, educación y formación, recursos sociales y sanidad), con una dotación presupuestaria de más de 48 millones de euros. Es de destacar el refuerzo de los Servicios de Atención a las mujeres que pasaron de 16 centros a 43, así como las Oficinas  de Atención a las Víctimas que vieron aumentado su número de 12 a 53. También en el mismo periodo se habilitaron 125 Centros de Acogida, 54 Equipos de Mujer y Menores y un servicio telefónico de 24 horas. Además se crearon a lo largo de todo el país los servicios de atención especializados de la Policía (SAM) y de la Guardia Civil (EMUME).


Transcurridos los tres años de vigencia del primer Plan, se reconoció la necesidad de destinar más recursos y esfuerzos a la lucha contra la violencia doméstica. De gran trascendencia resultó el Informe elaborado por el Consejo General del Poder Judicial en 2001 donde se apuntaba a la sensación de desamparo de las víctimas del maltrato y la paralela sensación de impunidad del agresor como principales indicadores de la necesidad de una nueva reforma legal.


El segundo Plan tuvo un presupuesto de 78 milones de euros. Se programó un paquete de 58 actuaciones, extendiéndose su vigencia hasta el 2004 y estructurándose en cuatro objetivos:

- Incidir en la necesidad de una educación adecuada para evitar que futuras generaciones reproduzcan los esquemas de comportamiento violento.

- Mejorar la legislación y el procedimiento legal para conseguir una mayor eficacia en los procesos, con una mejor protección de la víctima y una penalización más contundente el comportamiento de los agresores.

- Completar el mapa de recursos sociales en todo el territorio nacional, para que todas las mujeres víctimas puedan disponer de servicios de atención.

- Potenciar la coordinación entre las actuaciones de los diferentes organismos y de las organizaciones sociales que trabajan en la prevención y eliminación de la violencia doméstica, así como en la asistencia de las víctimas.


Como novedad en medidas asistenciales  y de intervención social, el II Plan amplió los Puntos de Encuentro hasta 19 para facilitar las visitas entre agresores e hijos y se facilitó la entrada de denuncias por correo electrónico a Policía y Guardia Civil. 

En sintonía con esta línea abierta en todos los Estados para buscar mecanismos de cohesión para que la lucha sea eficaz a nivel mundial, se aprobó la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno (BOE de 14 de octubre de 2003). 


En materia legislativa y procedimental se han producido importantes novedades que abordaremos a continuación, realizando un repaso por orden cronológico a la actividad legislativa desarrollada en esta materia desde la reforma parcial del Código Penal en 1989, momento en el que se tipifica por primera vez la violencia física habitual en el ámbito familiar, hasta la última modificación operada a través de la llamada Ley Integral contra la Violencia de Género y de los instrumentos utilizados para hacer operativas dichas reformas, incidiendo con mayor profundidad en las novedades más significativas.


Sin olvidar que la terrible realidad de los malos tratos afecta, directa o indirectamente, a todos los componentes del grupo familiar o de convivencia, centramos nuestro objeto de estudio en la protección de la mujer. 
2.1. Tipificación del delito de violencia física habitual en el ámbito familiar


La Ley Orgánica 3/1989 de 21 de junio, de actualización del Código Penal, que modificó sustancialmente el régimen de los diversos delitos de lesiones, incorporó al texto del Código Penal una nueva figura legal, la del art. 425, consistente en ejercer violencia física de modo habitual y con cualquier fin contra alguno de los miembros del núcleo familiar. Decía así:


"El que habitualmente, y con cualquier fin, ejerza violencia física sobre su cónyuge o persona a la que estuviese unido por análoga relación de afectividad, así como sobre los hijos sujetos a la patria potestad, o pupilo, menor o incapaz sometido a su tutela o guarda de hecho, será castigado con la pena de arresto mayor". 


El precepto no figuraba en el texto del Proyecto de Ley Orgánica de 1989, y fue introducido por una enmienda del Grupo Socialista -la nº 53- en la tramitación parlamentaria en el Senado. 


No es que esta actuación punitiva fuera totalmente nueva. Hasta aquel momento esos hechos podían subsumirse en la falta del número 2 del artículo 583, que describía los malos tratos aislados no constitutivos de lesión. Pero esta infracción se había mostrado insuficiente, aunque sólo fuera por la escasa capacidad intimidatoria de las penas correspondientes a las faltas, amén del esfuerzo que suponía acudir a un procedimiento judicial cada vez que se produjera un maltrato. 


Con todo lo que de positivo tuvo el intento de frenar el funesto fenómeno social de los malos tratos y violencias en el ámbito de las relaciones conyugales, familiares o tutelares -que ya a finales de la década de los ochenta aparecía como una lacra-, el artículo 425 no dejaba de presentar, al margen de otros problemas, deficiencias notables, puestas de manifiesto por la doctrina. En concreto, lo inexplicable que resultaba haber dejado fuera del ámbito de protección del tipo penal a los ascendientes, y el haber restringido el tipo al ámbito de acción de las violencias físicas, no abarcando también las psíquicas. 



2.2. Novedades en el Código Penal de 1995


La juventud del Código hacía concebir la esperanza de que pasara bastante tiempo antes de que el legislador tuviera que modificarlo nuevamente. Sin embargo, en la problemática que nos ocupa, la modificación resultaba ineludible.


En el art. 153 se eliminó la expresión "con cualquier fin", se amplió el grupo de las personas protegidas, incluyendo -entre otros- a los ascendientes, se requirió que la relación análoga a la matrimonial fuera "estable", se añadió una claúsula referida a la pena adicional que pudieran corresponder por el resultado causado, y se elevó la anterior pena (uno a seis meses del llamado arresto mayor) a pena de prisión de seis meses a tres años.

2.3. Modificación del Código Penal de 1995 y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal  en materia de protección a las víctimas de malos tratos


El Plan de Acción contra la Violencia Doméstica, aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 30 de abril de 1998, incluyó entre sus medidas determinadas acciones legislativas encaminadas a la modificación del Código Penal y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, que se materializó en la Ley Orgánica 14/1999, de 9 de junio, de modificación del Código Penal de 1995, en materia de protección a las víctimas de malos tratos y de la Ley de Enjuiciamiento Criminal.




El art. 153 CP tipifica, por fin, el ejercicio de la violencia psíquica, clarifica qué ha de entenderse por habitualidad, y ensancha aún más el ámbito de protección, abarcando situaciones en las que la convivencia había cesado. Y hace constar que se apreciará la habitualidad independientemente de que la violencia se haya ejercido contra diferentes sujetos o de que los actos hayan sido objeto de enjuiciamiento anteriormente.


El nuevo art. 57 CP contempla la posibilidad de que los Jueces o Tribunales, en determinados delitos -entre los que se encuentra el ejercicio habitual de violencia física o psíquica, el homicidio y las lesiones- "atendiendo a la gravedad de los hechos o al peligro que el delincuente represente", puedan acordar en sus sentencias la imposición de una o varias de las siguientes prohibiciones, por un tiempo no superior a cinco años: volver o acudir a determinados lugares, y aproximarse o comunicarse con  determinadas personas. 


En materia cautelar, las principales novedades cristalizan en los artículos 13, 109 y 544 bis de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. El art. 13  permite que, como primeras diligencias para proteger a la víctima o sus allegados se puedan acordar las medidas cautelares a las que se refiere el artículo 544 bis. Y según este último precepto, cuando se investigue un delito de maltrato habitual, el Juez o Tribunal puede imponer cautelarmente al imputado la prohibición de residir o de acudir a determinados lugares, barrios, municipios u otras entidades locales, o comunidades autónomas, o de aproximarse o comunicarse con determinadas personas. El incumplimiento de la medida acordada dará lugar a la adopción de nuevas medidas cautelares que impliquen una mayor limitación de su libertad personal.


Por otra parte, la anterior redacción del art. 109 LECr se completa con la adición de un último párrafo en el cual se  asegura la comunicación a la víctima de los actos procesales que puedan afectar a su seguridad, en los procesos que se sigan por los delitos comprendidos en el artículo 57 del Código Penal.

2.4. Convenio para la creación de los servicios especializados en violencia doméstica


El 29 de junio de 2000 se suscribió un convenio entre el Ministro de Justicia y el Presidente del Consejo General de la Abogacía Española, por el que el Ministerio de Justicia se comprometía a financiar la implantación y el funcionamiento de servicios de asistencia jurídica especializada a las víctimas de la violencia doméstica en todos los Colegios de Abogados de su ámbito competencial. 


En ellos, los abogados prestan gratuitamente todo tipo de orientación legal a cuantas personas acudan como consecuencia de ser objeto de malos tratos en el entorno familiar, sin necesidad de que acrediten que carecen de recursos económicos. Los abogados que pretendan incorporarse a los Servicios de asesoramiento especializado en esta materia habrá de cursar las actividades de formación que a este respecto deben establecer los Colegios.

2.5. El Observatorio contra la violencia doméstica



Se constituyó el 26 de septiembre de 2002 en virtud del convenio suscrito por el Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial, el Ministro de Justicia y el Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales, enmarcándose su creación dentro de las medidas incluidas en el II Plan de Acción contra la Violencia Doméstica. Está integrado, además, por una representación de las Comunidades Autónomas con competencia en materia de Justicia. 


Entre sus objetivos y funciones caben destacar los siguientes:

- Recibir cuantas resoluciones judiciales sean dictadas por los Juzgados y Tribunales en asuntos relacionados con la violencia doméstica así como analizar las resoluciones judiciales  que en los referidos procesos se dicten.

- Elaborar las correspondientes propuestas de actuación, incluidas las sugerencias legislativas que se estimen convenientes, que se dirigirán a los órganos competentes en razón de la materia.

- Proponer cursos de especialización en materia de malos tratos, dirigidos especialmente a los miembros de la Carrera Judicial y Fiscal y de la Administración de Justicia.

- Analizar la realidad sociológica del fenómeno de la violencia doméstica y recabar de los Juzgados, Tribunales y Poder Judicial información sobre las medidas adoptadas en el curso de los procedimientos sobre violencia doméstica.

- Facilitar anualmente al Observatorio de Igualdad entre mujeres y hombres del Instituto de la Mujer información sobre las actuaciones realizadas.

2.6. El sistema de juicios rápidos




El 28 de abril de 2003 entró en vigor la Ley Ordinaria 38/2002, de 24 de octubre de reforma parcial de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sobre procedimiento para el enjuiciamiento rápido e inmediato de determinados delitos y faltas, y de modificación del procedimiento abreviado que, con la de rango de Ley Orgánica 8/2002  del mismo día, vino a constituir la aplicación práctica de lo que se ha denominado "Ley de Juicios rápidos". 


Según el reformado art. 795.1.2ª de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, la Ley 38/2002 será aplicable -entre otros supuestos- a los delitos de lesiones, coacciones, amenazas y también a los de violencia física o psíquica habitual, cometidos contra las personas a que se refiere el art. 153 CP. Además, a las faltas relativas a la violencia doméstica  tipificadas en los arts. 617.2, párrafo 2º y 620 párrafo 3º CP, según la referencia específica que hace el art. 962.1 de dicha ley.


El gran epicentro de la reforma descansa sobre la coordinación policial-judicial. En los casos mencionados, será la policía judicial la que articulará el calendario de señalamientos, con lo cual se le está obligando  a que califique los hechos. De modo que no sólo es importante la coordinación, sino también una buena formación de la policía judicial.


El enjuiciamiento rápido de los delitos contemplados en la Ley 38/2002 hace que las medidas cautelares de los arts. 544 bis y 13 LECr, antes mencionadas, sean sustituidas por la imposición de las penas contempladas en el art. 57 CP. Sin embargo, es posible -respeto de la violencia física o psíquica habitual en el ámbito familiar- que si el Juez de guardia considera insuficientes las diligencias practicadas, ordene que el procedimiento continúe como diligencias previas del procedimiento abreviado (art. 798.2.2 LECr), en cuyo caso sí cabe aplicar las mencionadas medidas cautelares.

2.7. Normas de reparto penales y registro informático de violencia doméstica


La Instrucción 3/2003, de 9 de abril, del Pleno del Consejo General del Poder Judicial sobre normas de reparto y registro informático de violencia doméstica contiene una serie de criterios destinados a facilitar la aplicación de los juicios rápidos por delito y el enjuiciamiento inmediato de las faltas previstos por la Ley 38/2002. 


Dispone esta Instrucción que, cuando no sea posible la tramitación del procedimiento de juicio rápido por delito de violencia física o psíquica habitual, es conveniente que se concentre en el mismo Juzgado la competencia para conocer de los procesos por infracciones penales cometidas por el mismo sujeto contra los integrantes del mismo núcleo familiar.

2.8. La Orden de Protección 


La Recomendación del Comité de Ministros del Consejo de Europa (2002)5 sobre la protección de las mujeres contra la violencia (adoptada el 30 de abril de 2002) insta a los Estados introducir, desarrollar y/o mejorar las políticas nacionales para lograr -entre otros objetivos- la seguridad máxima y protección de las víctimas.


Pues bien, la Ley 27/2003, de 31 de julio, reguladora de la Orden de protección de las Víctimas de violencia doméstica (tramitada de urgencia, publicada en el BOE el 1 de agosto de 2003, y en vigor desde el día 2)  modifica el art. 13 de la LECr, añadiéndose a la redacción anterior la posibilidad de que -como primeras diligencias- el Juez acuerde la aplicación orden de protección prevista en el art. 544 ter LECr. A tal fin, se agrega este último precepto, que regula la aplicación de esta orden, y que examinaremos más adelante.


La orden unifica los distintos instrumentos de amparo y tutela a las víctimas de estos delitos y faltas. A través de un rápido y sencillo procedimiento judicial, sustanciado ante el Juzgado de Instrucción, la víctima puede obtener un estatuto integral de protección que concentre de forma coordinada una acción cautelar de naturaleza civil y penal. Es decir, una misma resolución judicial que incorpore conjuntamente tanto las medidas restrictivas de la libertad de movimientos del agresor para impedir su nueva aproximación a la víctima, como las orientadas a proporcionar seguridad, estabilidad y protección jurídica a la persona agredida y su familia sin necesidad de esperar a la formalización del correspondiente proceso matrimonial civil. 


La orden de protección supone, a su vez, que las distintas Administraciones pública, estatal, autonómica y local, activen inmediatamente los instrumentos de protección social establecidos en sus respectivos sistemas jurídicos. 


Confiere a la víctima un estatuto integral de protección que incorpora un título habilitante para acceder a las medidas de asistencia social establecidas por el ordenamiento jurídico y, en particular, la renta activa de inserción social regulada en el artículo 2.2 c) del Real Decreto 945/2003, de 18 de julio; la asistencia jurídica gratuita y especializada y cualquier otra asistencia o medida de protección que prevean las leyes.


La Orden puede ser solicitada por la víctima o por aquellas personas que tengan con ella alguna de las relaciones de parentesco o afectividad enumeradas en el art. 153 CP. No obstante, sin perjuicio del deber general de denuncia de cualquier ciudadano, las entidades u organismos asistenciales -públicos o privados- que tuvieran conocimiento de algunos de los hechos mencionados que fundamentan la orden de protección, deberán ponerlos inmediatamente en conocimiento del Juez de guardia o del Ministerio fiscal con el fín de que se pueda incoar o instar el procedimiento para la adopción de la orden de protección (art. 544 ter. 2). 


Puede presentarse directamente ante la Autoridad Judicial o el Ministerio  Fiscal, o ante las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, oficinas de atención a la víctima o los servicios sociales o asistenciales dependientes de las Administraciones públicas. También puede ser acordada por el Juez de oficio o instada por el Ministerio Fiscal. Dicha solicitud deberá remitirse de forma inmediata al Juzgado de Guardia. 


Recibida la solicitud de orden de protección, el juez de guardia ha de convocar a una audiencia urgente a la víctima o a su representante legal, al solicitante y al agresor y su abogado. También será convocado el Ministerio Fiscal, no debiendo transcurrir más de 72 horas desde que se presenta la solicitud.


Durante la audiencia, y para evitar confrontaciones, las declaraciones entre el agresor y la otra parte se efectuarán por separado. 


Es imprescindible que pueda obtenerse la orden de forma rápida, de otro modo no habrá una protección real a la víctima, siempre que existan indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida, integridad física o moral, libertad sexual, libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas en el art. 153 y resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima que precise la adopción de alguna de las medidas reguladas en este artículo (art. 544 ter. 1). 


También se contempla la posibilidad de que, en aquellos casos en que durante la tramitación de un procedimiento penal en curso surja una situación de riesgo para alguna de las personas vinculadas con el imputado por alguna de las relaciones enumeradas en el art. 153 CP, el Juez o Tribunal que conozca de la causa también pueda acordar la orden de protección  a la víctima (art. 544 ter. 11).



Las medidas cautelares de carácter penal pueden consistir en cualesquiera de las previstas en la legislación procesal criminal (art. 544 ter. 6). 


Las de naturaleza civil deberán ser solicitadas por la víctima o su representante legal o el Ministerio Fiscal cuando existan hijos menores o incapaces, siempre que no hubieran sido previamente acordadas por un órgano del orden jurisdiccional civil.


Todas estas medidas podrán adoptarse dentro de cualquier proceso civil o penal o bien en un procedimiento de jurisdiccción voluntaria. Podrán consistir en la atribución y disfrute de la vivienda familiar, determinación del régimen de custodia, visitas, comunicación y estancia con los hijos, prestación de alimentos y cualquier otra medida que se considere oportuna para apartar al menor de un peligro o para evitarle perjuicios. Estas medidas tendrán una vigencia de 30 días. Si dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la víctima o de su representante legal un proceso de familia ante la jurisdicción civil, las medidas adoptadas permanecerán en vigor durante los 30 días siguientes a la presentación de la demanda. En este término, deberán ser ratificadas, modificadas o dejadas sin efecto por el juez de primera instancia competente para ello (art. 544 ter. 7).


La adopción de la orden será notificada a las partes y comunicada por el juez a la víctima y a las Administraciones públicas competentes para adoptar las medidas. Conlleva además el deber de informar permanentemente a la víctima sobre la situación procesal del imputado. En particular, será informada en todo momento de la situación penitenciaria del agresor. Para ello se dará cuenta de la orden de protección a la administración penitenciaria (art. 544 ter. 8). 


La orden debe inscribirse en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica (art. 544 ter. 10).

2.9. Reformas en los delitos de violencia en el ámbito familiar


El 30 de septiembre de 2003 se publica en el Boletín Oficial del Estado la Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre, de medidas concretas en materia de seguridad ciudadana, violencia doméstica e integración social de los extranjeros, entrando en vigor el 1 de octubre. Las incesantes medidas de política legislativa, así como las inversiones efectuadas desde el Ejecutivo o las distintas Comunidades Autónomas con competencia transferida estaban necesitando un avance más en el conjunto de medidas para conseguir una mayor efectividad contra la violencia doméstica. La Ley 14/1999 no había tenido el efecto pretendido.  Su insistencia en potenciar las medidas cautelares quedaba perfectamente recogido en la Exposición de Motivos, pero sus resultados no fueron los esperados y las denuncias que se presentaban en los órganos judiciales no veían un incremento ni notable ni normal. 


Por otro lado, esta importante reforma se enmarca en la línea abierta en todos los Estados para buscar mecanismos de cohesión para que la lucha sea eficaz a nivel mundial y, por ello, se aprueba días después la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medidas para incorporar la valoración del impacto de género en las disposiciones normativas que elabore el Gobierno, a la que nos hemos referido anteriormente 


En su Exposición de Motivos, la Ley Orgánica 11/2003 indica que "las conductas que son consideradas en el Código Penal como falta de lesiones, cuando se cometen  en el ámbito doméstico pasan a considerarse delitos, con lo cual se abre la posibilidad de imponer pena de prisión, y en todo caso, la pena de privación del derecho de tenencia y porte de armas". En cuanto a los delitos  de violencia doméstica cometidos con habitualidad -continúa diciendo-, "se les dota de una mejor sistemática, se amplía el círculo de sus posibles víctimas, se impone, en todo caso, la privación del derecho a la tenencia y porte de armas y se abre la posibilidad de que el juez o tribunal sentenciador acuerde la privación de la patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento". 

2.9.1. Elevación a delito de las lesiones leves puntuales en el ámbito familiar


A partir de esta Ley 11/2003, y conforme al art. 153 CP, deja de ser falta para convertirse en delito el causar a otro, por cualquier medio o procedimiento, menoscabo psíquico o una lesión no definidos como delito en este Código, el golpear o maltratar de obra sin causar lesión, o el amenazar de modo leve con armas y otros instrumentos peligrosos, siempre que el ofendido sea alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2. 


En tales casos, se impondrá la pena de prisión de tres meses a un año o trabajos en beneficio de la comunidad de 31 a 80 días. Además de la pena de prisión, se privará de la tenencia de armas de uno a tres años y si es conveniente, del ejercicio de los oficios tutelares por un tiempo de seis meses a tres años. Si tales conductas se llevan a cabo ante menores o utilizando armas, o tengan lugar en el domicilio común o en el de la víctima, o quebrantando alguna pena del art. 48, medida cautelar, o de seguridad, se impondrán las penas en su mitad superior.

2.9.2. La violencia habitual entre los delitos contra la integridad moral



El, hasta ahora, delito de violencia física o psíquica habitual se traslada del anterior art. 153 al art. 173.2 y 3 CP. Son éstas las principales novedades: 

- Desaparece la referencia a la "estabilidad"  en la relación análoga a la matrimonial, admitiéndose incluso situaciones en las que no exista conviviencia. 

- Quedan protegidos no sólo los hijos (propios o del cónyuge o conviviente) sino también los descendientes propios o del cónyuge o conviviente, o menores siempre que exista relación de convivencia o estén sujetos a alguna de las funciones tuitivas.

- Se extiende la protección a cualquiera que esté integrado en el núcleo de convivencia familiar. 

- Se incluye a personas especialmente vulnerables que por este motivo están sometidas a guarda o custodia en centros públicos o privados.


Las restantes novedades residen -como en el caso de art. 153- en la privación de la tenencia de armas de dos a cinco años y, si considera conveniente, del ejercicio de los oficios tutelares de uno a cinco años. Si tales conductas se llevan a cabo ante menores o utilizando armas, o tienen lugar en el domicilio común o en el de la víctima, o quebrantando alguna pena del art. 48, medida cautelar, de seguridad, se aplica la pena en  su mitad superior. 


La pena privativa de libertad continúa siendo de seis meses a tres años, sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder a los delitos o faltas en que se hubieran concretado los actos de violencia física o psíquica.


Invariable sigue también la referencia a la apreciación de la habitualidad: se atenderá al número de actos de violencia que resulten acreditados, así como a la proximidad temporal de los mismos, con independencia de que dicha violencia se haya ejercido sobre la misma o diferentes víctimas de las comprendidas en este artículo, y de que los actos violentos hayan sido o no objeto de enjuiciamiento en procesos anteriores.



2.9.3. La circunstancia mixta de parentesco


A través de esta misma Ley Orgánica se modifica también la circunstancia genérica mixta de parentesco del art. 23  para dar cabida a las relaciones conyugales o de convivencia ya extinguidas.

2.10. Algunas modificaciones en las penas y en las medidas de alejamiento


A través de la Ley Orgánica 15/2003, de 25 de noviembre, se produce una extensa reforma en el Código Penal. En materia de violencia doméstica se llevan a cabo modificaciones tanto penales como procesales.

2.10.1. Penas de alejamiento


Tras esta reforma el art. 48 CP, manteniendo la anterior redacción, sigue estableciendo como penas privativas de derechos -aunque en apartados separados-, las prohibiciones de residir en determinados lugares  o de acudir a ellos, aproximarse  y comunicarse con determinadas personas. Pero, se introduce una novedad en el precepto sumándose a la prohibición de aproximación la suspensión -respecto de los hijos- del "régimen de visitas, comunicación y estancia que, en su caso, se hubiere reconocido en sentencia civil hasta el total cumplimiento de esta pena". Además se establece que el juez o tribunal pueda acordar que el control de las medidas contempladas en este precepto "se realice a través de aquellos medios electrónicos que lo permitan".


También se modifica el art. 57 CP. Se establece que en los delitos de homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico, si el sujeto pasivo es una de las personas enumeradas en el art. 173 (personas que pertenecen o han pertenecido al círculo doméstico o familiar)  ha de imponerse  siempre la prohibición de aproximación a la víctima, además de la pena que pueda corresponder por la conducta realizada.


Esta imposición obligatoria de la pena de alejamiento ha suscitado críticas, pues hace que conductas que hasta la  Ley Orgánica 11/2003, de 29 de septiembre eran constitutivas de falta lleven necesariamente aparejada esta sanción.

2.10.2. Medidas cautelares de alejamiento

Desde la reforma operada por la Ley 14/1999, el art. 13 LECr permite que, como primeras diligencias para proteger a la víctima o sus allegados se puedan acordar las medidas cautelares a las que se refiere el artículo 544 bis LECr. Y según este último, cuando se investigue alguno de los delitos enumerados en el art. 57 CP -entre los que se encuentran los delitos de violencia física y psíquica en el ámbito familiar-, el Juez o Tribunal puede imponer cautelarmente al imputado la prohibición de residir o de acudir a determinados lugares, barrios, municipios u otras entidades locales, o comunidades autónomas, o de aproximarse o comunicarse con determinadas personas. El incumplimiento de la medida acordada dará lugar a la adopción de nuevas medidas cautelares.




La Ley 15/2003 altera la redacción del último párrafo del art. 544 bis de la LECr. Se establece que si el inculpado incumple de la medida que se le ha impuesto, el Juez convocará la comparecencia regulada en el artículo 505 para la adopción de la prisión provisional en los términos del artículo 503, de la orden de protección prevista en el artículo 544 ter o de otra medida cautelar que implique una mayor limitación de su libertad personal, para lo cual se  tendrán en cuenta la incidencia del incumplimiento, sus motivos, gravedad y circunstancias, sin perjuicio de las  responsabilidades que del incumplimiento pudieran resultar. 


También se introduce una pequeña variación en el apartado 1 del art. 544 ter, determinándose que el Juez de Instrucción dictará orden de protección para las víctimas de violencia doméstica en los casos en que, existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida, integridad física o moral, libertad sexual, libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas en el artículo 173.2 del Código Penal, resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima que requiera la adopción de alguna de las medidas de protección reguladas en este artículo."

2.11. El Registro Central para la protección de las víctimas de la violencia doméstica


Es en el Real Decreto 355/2004, de 5 de marzo donde se regula el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia Doméstica (BOE de 25 de marzo de 2004), con la finalidad de "facilitar a los órganos judiciales del orden penal, al Ministerio Fiscal, a la Policía Judicial y a los órganos judiciales del orden civil que conozcan de los procedimientos de familia la información precisa para la tramitación de las causas, así como para la adopción, modificación, ejecución y seguimiento de medidas de protección de dichas víctimas". Está gestionado por el Ministerio de Justicia, a través de la Dirección General de Modernización.


Aglutina todo el historial delincuencial de los maltratadores y el conjunto de medidas y actuaciones adoptadas contra ellos por cualquier juzgado de España, permitiendo controlar la eficacia de estas medidas y su grado de cumplimiento en tiempo real con una mera consulta al registro informático. A él pueden acceder mediante claves autorizadas jueces, fiscales y la Policía Judicial las 24 horas del día. También puede facilitar a los jueces de familia criterios para dirimir aquellos procedimientos civiles de separación y divorcio en los que pueda mediar maltrato, y adoptar así medidas más ajustadas de protección de los hijos. Y, entre otras ventajas, agilizará la inscripción como delito de maltrato de la primera agresión.


Dado que la creación del Registro estaba prevista en la Ley reguladora de la Orden de Protección, se han incluido en él todos los datos disponibles desde el 2 de agosto de 2003, fecha de entrada en vigor de la norma, con garantías de protección de los datos personales relativos a víctimas y maltratadores. 


El Real Decreto 355/2004  regula, además, el sistema de comunicación por los secretarios judiciales de los correspondientes órganos judiciales a las Administraciones públicas competentes en materia de protección social.

